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SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
Pereira, abril veintitrés de dos mil nueve.
Acta número 0031 del 23 de abril de 2009.
Hora: once de la mañana (11:00 a.m.)

En la fecha y hora indicadas, la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal se constituye en audiencia pública dentro de la que habrá de resolverse el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandada, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira,  el 28 de noviembre de 2008, en el proceso Ordinario que el abogado CARLOS HERMISO QUINTERO GALINDO le promueve a la señora MARÍA DEL PILAR ARIAS LEÓN. 

La Sala, en sesión previa, aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, que corresponde a la siguiente,

SENTENCIA
El abogado Quintero Galindo actuando en nombre propio, pretende que se declare que entre él y la fallecida señora Irma León Alegría existió un contrato verbal de prestación de servicios profesionales como abogado, para que se adelantare el proceso ordinario laboral entre la mencionada y el Municipio de Pereira y las Empresas de Acueducto y Alcantarillado de Pereira, para obtener el pago de un pensión jubilación y, consecuencia de ello, se regulen los honorarios dentro del mismo, a una tasa del 35% sobre los dineros reconocidos como retroactivo o, subsidiariamente, los que se determinen por un perito, con apoyo en las tarifas señaladas por el Colegio de Abogados de Risaralda más las costas procesales.

Tales pedidos, tienen como fundamentos fácticos los que a continuación se sintetizan:

La causante León Alegría en procura de lograr el reconocimiento de su derecho, celebró contrato verbal de prestación de servicios estipulando honorarios en un monto del 35% sobre el valor total del retroactivo que le fuera pagado, acordando que las agencias en derecho serían a favor del abogado. La poderdante en aquel proceso no canceló en todo o en parte los honorarios, pues a la fecha de su muerte ocurrida el día 13 de agosto de 2006, el proceso aún no había terminado.

Resalta que el proceso referido se perdió en primera instancia, ante el Juzgado Tercero Laboral, pero en la alzada la decisión fue revocada y el derecho pretendido concedido. Posteriormente a la ejecutoria de la decisión, se continuó con el trámite respectivo ante la entidad para el pago.

Indica que dicha labor siempre fue cumplida con presteza y diligencia y en virtud de ella se logró el reconocimiento de la prestación pensional.

Señala además que el Juzgado le reconoció al abogado agencias en derecho por un monto de $4.136.799, mientras que a la heredera de la demandante se le reconoció la suma de $26.175.219 valor que ya ha sido reclamado por la única heredera a quien reclamó infructuosamente el pago. 

La demanda así presentada fue admitida el 3 de agosto del 2007 ordenando correr traslado del caso a la accionada, quien debidamente enterada le dio oportuna respuesta a través de apoderado judicial al efecto constituido, manifestando no ser cierto que se hubieran pactado honorarios en un monto del 35%, y que los mismos están cancelados con las agencias en derecho ya reconocidas y canceladas en su favor por $4.136.799. Se opuso a las pretensiones y no propuso excepciones.

Se celebró la audiencia de que trata el artículo 77 del Estatuto Procesal Laboral y la Seguridad Social, que se adelantó el 20 de noviembre de 2007, declarándose superada la fase conciliatoria ante la manifestación de no asistirles tal ánimo, no se adoptaron medidas de saneamiento, no se modificaron las bases fácticas del litigio y se decretaron las pruebas pedidas, que se practicaron y allegaron a la actuación en las posteriores audiencias de trámite.
Finiquitado el debate probatorio, se dictó la sentencia que puso fin a la instancia, en la que luego de analizar el acervo probatorio, el Juez declaró que entre el abogado demandante y la causante Irma León Alegría existió un contrato de prestación de servicios profesionales para la asesoría jurídica. En consecuencia, condenó a la heredera de la demandante en el aquel trámite ordinario al pago del 35% del retroactivo obtenido. Para dicha conclusión, el dispensador de justicia se basó en los testimonios allegados al plenario, de los cuales desprendió que, en efecto, entre ambas partes, se pactó de manera verbal, el pago de un 35% de las sumas obtenidas como consecuencia de su gestión.
Dicha decisión fue objeto del recurso de apelación por el apoderado judicial de la parte demandada, quien sustento en debida forma y con los siguientes argumentos:

El apoderado de la parte demandada, manifiesta que la demandada no ha tenido igualdad en este proceso y que se le ha violado el derecho a ser oída, el derecho de defensa, consagrado en la Constitución Nacional –art. 29- como fundamental y se violó el debido proceso. Solicita, por tanto, la nulidad de todo lo actuado y dar oportunidad a la demandada a ser escuchada en el proceso.

Crítica, además, la valoración de las pruebas que hizo el a-quo, pues en su concepto, en ningún momento se logró demostrar el pacto entre las partes y, los testimonios que se allegaron al plenario, a instancias de la parte actora, son mendaces, pues se refleja de las demás pruebas que no existió tal pacto.
Concedida la alzada, se remitieron las diligencias a esta Sala, donde se dispuso el trámite surtiéndose el trámite legal correspondiente.

Se dispone la Sala a resolver lo que corresponda, con base en las siguientes, 

CONSIDERACIONES
Competencia.

Resulta competente esta Sala para conocer del recurso de apelación presentado por el procurador judicial de la parte pasiva del proceso, en virtud de los factores territorial y funcional, conforme a las voces de los artículos 5º y 15, literal B numeral 1º del Estatuto Procesal Laboral.

Problema jurídico a resolver.

Corresponderá determinar a esta Sala varios puntos, así:

· Estudiar si ha existido nulidad en la actuación, como lo manifiesta el recurrente, por supuesta vulneración del debido proceso, por no “haber sido oída” la parte que soporta la acción.  

· En caso de que no prospere el pedido de nulidad, será del caso determinar si el togado demandante tiene derecho o no a percibir los honorarios por su gestión judicial, en el porcentaje establecido. Para ello, la Sala verificará la valoración de las pruebas hecha por el a-quo y objeto de acérrima critica por el censor.

En cuanto al primero de los puntos, de entrada debe decir este Juez Colegiado que no se observa ninguna causal que afecte de nulidad lo actuado y, menos aún, que se le haya vedado la oportunidad de intervenir en el proceso.

En efecto, al verificar la actuación se observa que a la demandada se le brindaron todas las opciones y vías procesales establecidas por el legislador para que compareciera al proceso, manifestara los motivos de su defensa, presentara pruebas, contradijera las del demandante y en fin, ejerciera todos los actos propios del derecho de defensa y del debido proceso.

Desde los albores procesales se han garantizado los derechos fundamentales procesales de quien soporta esta acción, pues se le convocó al proceso, corriéndosele traslado de la demanda –fl. 15-, lo que generó que ella, por medio de profesional en derecho, allegara contestación a la demanda, solicitara pruebas, se opusiera a las pretensiones, manifestara los hechos de la defensa y, en fin, adoptara las posturas defensivas que mas le convenían. Además, estuvo presente en las audiencias que establece el Código de Enjuiciamiento Laboral y de Seguridad Social, pudiendo participar activamente en la práctica de pruebas, como en efecto lo hizo, a través de los contrainterrogatorios efectuados y después con la práctica de las pruebas pedidas por ella.

Es evidente que sí existió igualdad de “armas” procesales entre las partes, se brindaron idénticas oportunidades dentro del dossier para presentar sus argumentos por lo que, se concluye, que no existe la alegada nulidad por violación del debido proceso y del derecho de defensa.
Ya respecto del fondo del asunto, esto es, la suficiente demostración del porcentaje tasado por las partes por conceptos de honorarios, la Sala se permite efectuar las siguientes consideraciones:
La mayor critica que esboza el censor frente a la decisión tomada por el Juez a-quo, consiste esencialmente, en la valoración probatoria que éste hizo, pues en su sentir, no se demostró que se hubiera fijado, por concepto de honorarios, el 35% de lo recibido.

Liminarmente, es indispensable precisar que la valoración de las pruebas en el proceso laboral, según las voces del artículo 61 del Estatuto de la especialidad, es libre por parte del Juez, lo que quiere decir que, salvo en los asuntos en los que la ley establece alguna solemnidad especial, el Juez puede llegar a determinada conclusión sin estar atado a una tarifa prefijada, apoyándose en la sana critica y las máximas de la experiencia.

Ahora, esa libertad que otorgó el órgano parlamentario al dispensador de justicia, encuentra límites en la razonabilidad y la lógica, pues tampoco puede interpretarse como la posibilidad de una absoluta discrecionalidad del operador jurídico, esto es, no puede tomarse como válida cualquier interpretación que éste otorgue, por irracional o ilógica que sea.

Sin embargo, cuando una de las partes pretende atacar esa valoración, es preciso que su ataque no se limite únicamente a afirmar la existencia de una errónea interpretación, sino que además debe manifestar con precisión cual es la valoración correcta que debió dársele a la prueba.

En este caso, brilla por su ausencia dicho presupuesto, pues en la apelación el togado se limitó a decir, en forma escueta, que en su sentir los testimonios recepcionados en el plenario no se valoraron adecuadamente, mas no expresó cómo debieron –entonces- valorarse o qué sentido se le debió dar a los mismos.

Pero además, si se dejara de lado la deficiencia de la apelación, el resultado no variaría pues, en puridad de verdad, el sentido que el dispensador de justicia a-quo le dio a la prueba testimonial allegada al proceso, se compadece con los postulados de la lógica y las máximas de la experiencia.

Véase como Jaime Toro Orozco –fls. 173 y ss-, Elizabeth Ramos Guarín –fls. 175 y ss- y Fernando Alonso Gómez Benítez –fls. 177 y ss- son unánimes en afirmar que la fallecida señora Irma León Alegría y el togado que demanda en este caso, se pactó que los honorarios serían equivalentes al 35% del retroactivo que se obtuviera, además de las costas procesales. Estos declarantes son merecedores de credibilidad por la sencilla razón de que fueron testigos presenciales del convenio y carecen de algún interés legítimo en las resultas del proceso, así que simplemente relataron lo que pudieron percibir con sus sentidos.

Por otra parte, los testimonios que se practicaron a instancia de la parte pasiva del proceso –Carlos Uriel Arias Rodríguez (fls. 178 y ss) y Jimmy Alejandro Zuluaga León (fls. 184 y ss)- no fueron testigos directos del convenio, simplemente relatan lo que la causante les contaba, es decir, no tuvieron la oportunidad de percibir en que término se convino entre las partes, por lo que resulta incuestionable su poco aporte a clarificar el fondo del asunto.

Así las cosas, observa esta Corporación que en verdad se demostró suficientemente por parte del demandante, como le incumbía, que existió el referido convenio para la prestación de sus servicios profesionales como abogado y que, además, se pactó el pago de unos honorarios, consistentes en las costas procesales, para lo cual se le autorizó su reclamación en el poder otorgado –fl. 5- y en un porcentaje del retroactivo obtenido, equivalente para el caso, al 35%.

Corolario de lo anterior, forzosa resulta la confirmación de la decisión apelada.

Las costas en esta sede correrán por cuenta de la parte demandada.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley 

FALLA:

CONFIRMAR la sentencia revisada.

Costas en esta instancia a cargo de la parte demandada.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la  presente audiencia, se da por terminada y en constancia firman el acta los intervinientes.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCIA CAICEDO CALDERON                        HERNÁN MEJÍA URIBE

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
                                                       Secretaria                             
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